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INFORME No. 61/12
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 468-03

ASDRÚBAL ARAUJO CASTILLO
MÉXICO

19 de marzo de 2012
PRESUNTA VÍCTIMA: 


Asdrúbal Araujo Castillo
PETICIONARIO: 


Asdrúbal Araujo Castillo
VIOLACIONES ALEGADAS: 
Artículos 8, 25, 5 y 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
25 de setiembre de 2003
I. POSICIÓN DEL PETICIONARIO

1. El 13 de junio de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió una denuncia presentada por Asdrúbal Araujo Castillo en contra del Estado de México, por la supuesta privación ilegal de libertad, torturas y amenazas por parte de servidores públicos; hechos ocurridos el 15 de noviembre de 1999. Además por presuntas violaciones al debido proceso y a las garantías judiciales dentro de un proceso penal seguido en su contra, porque habría sido falsamente acusado de cometer un robo.
2. En su denuncia, el peticionario alega que, cumpliendo con una orden de su empleador, retiró una cantidad de dinero con una tarjeta de débito que no contenía nombre. Este hecho habría desencadenado que a los dos meses, mediante el uso de la fuerza, fuera obligado a firmar su renuncia y a declararse culpable del apoderamiento de la tarjeta y el retiro de $1.250,00 pesos de un cajero automático. Posteriormente, alega habría sido trasladado a las instalaciones del Ministerio Público donde habría sido torturado y amenazado de muerte por agentes de la policía judicial para que aceptara los cargos. Luego de dos horas, habría sido presentado ante un agente del Ministerio Público aduciendo sus captores que se había entregado de manera voluntaria. Al día siguiente de ser detenido, se le habría exigido una suma de dinero a cambio de ser liberado. El 26 de mayo del 2000, habría sido engañado por un funcionario del Ministerio Público para acudir a ese recinto en busca de una posible solución, pero habría sido aprehendido y trasladado al Reclusorio Oriente donde permaneció 4 días detenido. Luego de un juicio sumario, el 10 de junio de 2000 fue sentenciado por el delito de robo a 3 meses de prisión y a la reparación del daño. 
3. El 16 de diciembre de 1999, el peticionario habría interpuesto una denuncia por los delitos de abuso de autoridad, asociación delictuosa, cohecho, secuestro, tortura, intimidación, amenazas, concusión y ejercicio indebido del servicio público por parte de  agentes estatales. El peticionario alega que en la instrucción de la causa no se cumplieron las diligencias pertinentes, se descartaron las pruebas aportadas, incumpliendo el Ministerio Público con su obligación de investigar. El 29 de octubre de 2005 la Fiscalía notificó al peticionario de la determinación del no ejercicio de la acción penal por no acreditarse el cuerpo del delito y la probable responsabilidad de los servidores públicos. 
II. POSICIÓN DEL ESTADO
4. El Estado alega que en el proceso penal seguido en contra del peticionario se respetaron las garantías judiciales, actuando el Ministerio Público dentro del debido proceso. Y a su vez, que el mismo se presentó desde un primer momento en forma voluntaria ante las autoridades competentes y después de rendir declaración fue puesto en libertad por las características del delito del que se le acusaba. 

5. Con respecto a la denuncia de privación ilegal de libertad y actos de tortura por parte de agentes estatales, tanto la Fiscalía Central como la Procuraduría General de Justicia, ante recurso de queja posteriormente interpuesto por el peticionario, decidieron que no correspondía el ejercicio de la acción penal por no haberse acreditado el cuerpo del delito, ni la responsabilidad de los servidores públicos. 
III. TRÁMITE ANTE LA CIDH

6. La petición fue recibida en la Comisión el 13 de junio de 2003. El 25 de setiembre de 2003, de conformidad con el artículo 29 de su Reglamento vigente a la fecha, la Comisión inició la tramitación de la denuncia y solicitó al Estado la información pertinente, otorgándole un plazo de dos meses. El 22 de diciembre de 2003 fue recibida la respuesta del Estado.

7. El peticionario respondió a las respectivas observaciones del Estado el 29 de febrero de 2004, 23 de setiembre de 2004, 26 de julio de 2005. Por su parte, el Estado respondió a las observaciones del peticionario el 21 de junio de 2004, el 7 de marzo de 2005 y el 21 de julio de 2007. El peticionario no presentó observaciones respecto de esta última nota del Estado, requeridas por la Comisión el 25 de julio de 2007.
8. Tanto el 10 de diciembre de 2007, como el 13 de abril de 2010 la CIDH reiteró al peticionario la solicitud de información efectuada el 25 de julio de 2007 y le solicitó información actualizada para determinar si subsistían los motivos de la petición. Asimismo, se le informó que de no recibirse la información dentro del plazo de un mes, la CIDH podría archivar la petición, conforme al artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 30 del Reglamento de la CIDH. 

IV. FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

9. El artículo 48.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 42 del Reglamento de la CIDH establecen que, antes de determinar la admisibilidad, la Comisión Interamericana deberá verificar si los fundamentos para la petición aún existen o subsisten y si considera que no, ordenará el archivo del caso. De igual modo, el artículo 42.1.b de su Reglamento establece que la CIDH podrá decidir archivar un caso cuando no se dispone de la información necesaria para tomar una decisión.
10. En el presente trámite desde julio de 2007 el peticionario no respondió a las observaciones del Estado ni ha ampliado o actualizado la información sobre sus reclamos, a pesar de las reiteradas solicitudes de la Comisión en ese sentido. 
11. En respuesta a la solicitud de información de la CIDH a fin de determinar si subsisten los motivos de la petición, realizada el 13 de abril de 2010, y donde se le informó sobre la posibilidad de archivo del expediente, el peticionario no respondió.   

12. En consecuencia, la Comisión no cuenta con los elementos necesarios para determinar si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original ni para formular una decisión final sobre la violación de derechos humanos alegados, por lo que, de conformidad con el artículo 48.1.b de la Convención y el artículo 42 de su Reglamento, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.
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